        -TEMA 41 DE DERECHO CIVIL-
     ARTS. A MEMORIZAR:
       Código Civil: 392 a 406; 600 a 604; 1.522; 1.618 párrafo 1º.
                                                              Luis Serrano. Valladolid-Marzo 2012.

Tema 41: La comunidad de bienes: concepto y clases. El condominio: condominio románico y germánico. Reglas sobre el contenido y extinción del mismo según el Código Civil. Examen de las comunidades especiales: tipos dudosos de comunidad. Aprovechamientos comunales.
   1-LA COMUNIDAD DE BIENES: CONCEPTO Y CLASES.
   1.1- En cuanto a SU CONCEPTO:
A) Hemos de comenzar el presente tema hablando del CONCEPTO LEGAL de la comunidad de bienes, cuya regulación sistemática la encontramos en el Título III del Libro II de nuestro Código Civil (arts. 392 a 406). De este modo, dispone el párrafo 1º del art 392 CC que: “Hay comunidad cuando la propiedad de una cosa o de un derecho pertenece pro indiviso a varias personas”. Esta definición legal parece referirse solamente a la comunidad de un derecho de propiedad (también llamada “copropiedad” o “condominio”); sin embargo, la regulación del Código Civil incluye tanto la comunidad sobre el derecho de propiedad, como la comunidad sobre otros derechos reales, como pueden ser, a título ejemplificativo: la comunidad sobre el derecho de posesión (art. 445 CC), sobre el de usufructo (arts. 469 y 521 CC), o sobre las servidumbres (art. 531 CC).
 No obstante, además de sobre los derechos reales la figura de la comunidad puede recaer también sobre “los derechos de crédito”. La cotitularidad de un derecho de crédito se rige por las normas que el Código Civil dedica a las obligaciones mancomunadas y solidarias en sus arts. 1.137 y siguientes. Si bien la regulación que alude a las obligaciones solidarias es autónoma y un derecho de crédito fragmentado solidariamente no da lugar a ninguna forma de comunidad, no sucede lo mismo respecto de los créditos mancomunados, cuya escasa regulación en los artículos antes citados ha de ser integrada con las normas recogidas en los arts. 392 y siguientes del propio Código Civil.

 DÍEZ-PICAZO entiende que las reglas de la comunidad de bienes no se aplican solamente al fenómeno aislado de la titularidad de un derecho, sino que se aplican también a los casos en que la totalidad de un patrimonio pertenece en común a varias personas (lo que se denomina “patrimonio colectivo”), o en que una masa patrimonial, aunque no pueda calificarse en sentido técnico como “patrimonio”, pertenezca colectivamente a varias personas. A título de ejemplo podemos citar la comunidad de bienes en el matrimonio entre marido y mujer. Con ello quiere decirse que la institución de la comunidad de bienes es más amplia que el fenómeno de la titularidad plural de un derecho real, pues comprende:

       1) la copropiedad o condominio;

    2) la titularidad plural de un derecho real en cosa ajena (como el usufructo);

    3) el crédito mancomunado “strictu sensu”, que no origina su fragmentación;

    4) y los patrimonios y masas patrimoniales bajo una titularidad colectiva.

B) En cuanto a las FUENTES DE LA COMUNIDAD DE BIENES, señala el párrafo 2º del art. 392 CC que: “A falta de contratos, o de disposiciones especiales, se regirá la comunidad por las prescripciones de este título”. Por tanto, sus fuentes legales son las siguientes:

    1) En primer término, el pacto o contrato, siempre que la comunidad tenga origen   voluntario.
    2) A falta de pacto, regirán las disposiciones especiales de la comunidad de que se trate. Dentro del Código Civil podemos encontrar disposiciones específicas en lo referente a la propiedad de casas por pisos o locales (art. 396), la comunidad o sociedad legal de gananciales (arts. 1.344 a 1.410), la que surge como consecuencia del contrato de sociedad (arts. 1.665 a 1.708), la comunidad entre coherederos (art. 1.051), y la que se origina de la conmixtión (recogida en los arts. 381 y 382). También encontramos normas especiales acerca de determinadas formas de comunidad en el Código de Comercio (como son las que regulan la copropiedad de los buques), y en las Leyes que versan sobre las denominadas “propiedades especiales” (como la Ley de Aguas, la de Propiedad Industrial o la de Propiedad Intelectual, entre otras).
    3) Y por último, la figura que nos ocupa se regiría por las disposiciones generales del Código Civil acerca de la comunidad de bienes, es decir, las del Título III del Libro II, que tienen carácter meramente supletorio. 

C) En cuanto a su PERSONALIDAD JURÍDICA, la comunidad de bienes no tiene atribuida por nuestro Ordenamiento Jurídico personalidad jurídica propia más allá de la que corresponde individualmente a cada uno de sus miembros o comuneros; por tanto, la comunidad no puede ser titular de derechos y obligaciones, recayendo ambos en la esfera individual de cada uno de los comuneros, ni tampoco puede ostentar la titularidad registral de un bien inmueble en el Registro de la Propiedad, ya que éste habrá de inscribirse a favor de cada uno de los comuneros con arreglo a la cuota que le corresponde en la comunidad o condominio, como resulta del art. 54 del Reglamento Hipotecario. Consecuencia también de la falta de personalidad jurídica de la comunidad de bienes es la imposibilidad de ejercitar acciones judiciales contra la misma, debiendo dirigirse éstas contra todos y cada uno de sus miembros, dando lugar a lo que en la Doctrina Procesalista se conoce como “litisconsorcio pasivo necesario” entre todos los comuneros.
  1.2- Por lo que se refiere a SUS CLASES:
   -Cabe señalar las siguientes:
a) Singular o universal, según recaiga sobre bienes o derechos determinados (como la comunidad que existe sobre la propiedad de una cosa o sobre la titularidad de un crédito), o recaiga sobre la totalidad de un patrimonio en su conjunto (como sucede con la comunidad hereditaria o entre coherederos).

 b) Voluntaria o incidental, según se haya constituido como consecuencia de la voluntad expresa de los interesados (como en el caso de la adquisición por compra de un inmueble por varias personas en pro indiviso), o sin ésta (como la comunidad entre coherederos).

 c) También podemos distinguir entre comunidades ordinarias o forzosas, según lleven implícita o no la facultad por parte de los comuneros de exigir la división de la cosa común. Existen en nuestro ordenamiento jurídico determinadas formas de comunidad en las que se excluye a priori la facultad de cada uno de los comuneros de poder exigir judicialmente la división de la cosa común, es decir, se excluye el ejercicio de la “actio communi dividendo” o acción de división de la cosa común. Más adelante volveremos sobre esta cuestión que ahora dejamos simplemente apuntada.

 d) Por último, la clasificación históricamente más significativa es la que distingue entre la comunidad germánica y la comunidad romana, que es objeto de estudio en el epígrafe que sigue y que pasamos a exponer:
   2-EL CONDOMINIO: CONDOMINIO ROMANO Y CONDOMINIO GERMÁNICO.
 -Históricamente la comunidad de bienes se ha organizado de dos maneras, etiquetadas por la doctrina con los nombres de “comunidad romana” o “comunidad por cuotas o partes”, y “comunidad germánica” o “en mano común”.

 La comunidad romana tiene su origen en una concepción que da preeminencia al derecho del individuo, por lo que reconoce al comunero un señorío exclusivo sobre una parte del derecho poseído en común apareciendo así la idea de cuota, que caracteriza primordialmente a este tipo de comunidad. En la comunidad romana cada uno de sus miembros ostenta una parte alícuota o cuota ideal de la cosa o derecho en común, de manera que cada uno de los cotitulares puede actuar separadamente de los otros respecto a su parte o cuota determinada, con la salvedad de que, al existir una pluralidad de titularidades convergentes sobre la misma cosa o derecho, hay cuestiones sobre las que se impone con carácter obligatorio la actuación conjunta de todos los comuneros. El carácter incidental o transitorio que la concepción romanista atribuye a la comunidad (por considerarla como una situación puramente transitoria y, en el fondo, desventajosa para sus miembros), hace necesario que todos y cada uno de los comuneros tengan la posibilidad de salir en cualquier momento de la situación de comunidad a través del ejercicio de la actio comuni dividendo o acción judicial de división de la cosa común.
 La comunidad germánica o en mano común, por el contrario, parte de una concepción colectivista o comunitaria del mundo en la que lo que debe predominar es el derecho del grupo, por encima del derecho del individuo. En la comunidad germánica la cosa o derecho común pertenece colectivamente a todos los comuneros, sin fijación de una cuota determinada. 

 A partir de este planteamiento general podemos deducir las principales diferencias entre uno y otro tipo de comunidad:

   1) En la comunidad por cuotas o comunidad romana la cosa o derecho pertenece a los comuneros por partes determinadas o cuotas (también denominadas “partes pro diviso”), mientras que en la comunidad germánica o en mano común la cosa o derecho pertenece a la colectividad, corresponde íntegramente a todos los comuneros, sin que exista ninguna división ideal por cuotas (aunque sí se distingue en este tipo de comunidad una participación abstracta a cada uno de los comuneros, pero que únicamente producirá efectos en el momento de la división, es decir, es una determinación hipotética establecida en previsión de que eventualmente la comunidad llegue a disolverse).
   2) Otra diferencia entre ambas concepciones es que en la comunidad romana cada comunero puede disponer libremente de su cuota y, en consecuencia, podrá enajenarla o cederla a un tercero, así como constituir gravámenes sobre ella (por ejemplo, podrá hipotecarla en garantía del cumplimiento de una obligación), mientras que en la comunidad germánica, al no existir propiamente cuotas, no se da la posibilidad de reconocer un poder individual de disposición a cada uno de los comuneros sobre su cuota.

   3) Por último, en la comunidad romana cada uno de sus miembros tiene atribuida la facultad de ejercitar en cualquier momento la actio comuni dividundo, al objeto de poner fin a la situación de comunidad o indivisión; en cambio, en la comunidad germánica los comuneros tienen excluida la posibilidad de ejercitar una acción de este tipo, ya que la idea básica que subyace en esta concepción es que la cosa pertenece íntegramente a todos los comuneros, sin que haya división por cuotas.

 -La regulación que el Código Civil dedica a la comunidad de bienes en los arts. 392 y siguientes está inspirada en el esquema de la comunidad romana, no sólo por la tradición romanista de nuestro Código, sino también por la esencia de las normas básicas que dedica a la institución. A la luz del art. 392 CC podemos definir la copropiedad o condominio como “la situación jurídica que se produce cuando la propiedad de una cosa pertenece por indivisión a varias personas”. Como caracteres del condominio en nuestro Derecho podemos destacar los siguientes:
   1) La pluralidad en el sujeto activo: no existe límite máximo y pueden serlo tanto personas físicas como jurídicas. Para ostentar la cualidad de cotitular en un condominio basta tener atribuida capacidad jurídica en sentido amplio, sin que sea necesario ostentar capacidad de obrar (que sí será necesaria, en cambio, para el ejercicio de los derechos inherentes a la cualidad de copropietario).
   2) Como segunda característica del condominio ha de hacerse referencia a la unidad de la cosa objeto del mismo; es decir, que no se encuentra dividida en partes materiales que correspondan a cada uno de los condueños, ya que la cuota que cada uno ostenta tiene un carácter ideal, y no se materializa sobre una parte concreta de la cosa común hasta el momento en que tenga lugar la extinción del condominio.

   3) Es precisamente la atribución por cuotas ideales otra de las características fundamentales del condominio, y representa la proporción en que los copropietarios han de gozar de los beneficios de la cosa, sufrir las cargas y obtener una parte material de la misma cuando se divida (o de su valor, si la cosa común resulta esencialmente indivisible)
 La doctrina civilista y la Jurisprudencia tradicionalmente han coincidido en considerar, de forma mayoritaria, que nuestro Ordenamiento Jurídico sólo reconocía expresamente la comunidad romana o por cuotas ideales indivisas en la titularidad plural de los derechos reales, siendo necesaria en todo caso la determinación por cuotas concretas del derecho correspondiente a cada uno de los cotitulares, como consecuencia de las exigencias marcadas por el art. 392 CC y por el Principio Hipotecario de Especialidad o Determinación Registral, que subyace en la regulación del art. 54.1 del Reglamento Hipotecario. Igualmente, se consideraba que la comunidad germánica sólo era admisible en nuestro Derecho respecto de aquellas figuras jurídicas en las que existía una previsión legal específica (como en los casos de la comunidad de gananciales, la comunidad hereditaria o los montes vecinales en mano común). Sin embargo, la Dirección General de los Registros y del Notariado ha dado un paso adelante para superar dicha concepción tradicional en su Resolución de 8 de junio de 2011 (BOE de 1 de julio). En un supuesto en que se instaba la inscripción en el Registro de la Propiedad de un derecho real de hipoteca en garantía de una pluralidad de obligaciones y favor de una pluralidad de acreedores, el Registrador competente suspendió la inscripción por no determinarse en la escritura pública de constitución de hipoteca las cuotas concretas que debían ostentar las entidades de crédito en el derecho real de hipoteca, pues este se atribuía “en mancomún” a todos los acreedores, sin distinción de cuotas. Sin embargo, entiende la Dirección General en la Resolución citada que sí resulta posible en nuestro Ordenamiento la configuración de una titularidad de varias personas sobre un derecho real, como es el de hipoteca, en mancomunidad, sin ninguna determinación de cuotas, lo que supondría consagrar la admisibilidad de una concepción germanista o en mancomún respecto de la titularidad plural de un derecho real. Señala la Dirección General que el Código civil ya regulaba algún supuesto de este tipo, como sucede en relación con el usufructo atribuido de forma conjunta, simultánea y sucesiva a favor de varias personas (art. 521 CC), en que no es necesaria una atribución de cuotas determinadas a los distintos titulares de este concreto derecho real (sin que quepa su extinción hasta el momento en que fallezca el último de los usufructuarios); además, fundamenta su postura en la teoría del “numerus apertus” que rige en la creación de nuevos derechos reales, con arreglo a los arts. 2.2 de la Ley Hipotecaria y 7 del Reglamento Hipotecario, y en el principio de autonomía de la voluntad que rige respecto a esta figura jurídica, consagrado por el art. 392 párrafo 2º CC. No obstante, ha de señalarse que existe un importante sector doctrinal (en el que destacan autores como GARCÍA GARCÍA y ÁVILA NAVARRO), que considera inadmisible en nuestro Ordenamiento la construcción de una titularidad plural en mancomún o sin distribución de cuotas en relación con los derechos reales.

   3-REGLAS SOBRE EL CONTENIDO Y EXTINCIÓN DEL MISMO SEGÚN EL CÓDIGO CIVIL.
  3.1- Por lo que se refiere a LAS REGLAS SOBRE SU CONTENIDO:

 Dentro del catálogo de derechos que tienen reconocidos los integrantes de un condominio podemos hablar fundamentalmente de dos grandes clases: a) los derechos que se refieren a la cosa objeto de la comunidad y que corresponden a los cotitulares en calidad de comuneros; b) y aquellos otros derechos que se refieren a la cuotas o partes pro indiviso, y que les corresponden como a propietarios individuales.

 3.1-A) En cuanto a los DERECHOS DE LOS COMUNEROS EN RELACIÓN A LA COSA COMÚN:

 En realidad, el ejercicio de actos sobre la cosa entera o sobre una parte material de la cosa común excedería del ámbito propio del derecho del copropietario y, por ello, las facultades que se atribuyen a cada uno de los partícipes sobre la cosa común han de estar necesariamente subordinadas al derecho de todos los demás. Podemos distinguir los siguientes derechos:
   1- En primer lugar, los derechos relativos al disfrute; así, dispone el art 393 CC que: “El concurso de los partícipes, tanto en los beneficios como en las cargas, será proporcional a sus respectivas cuotas.

 Se presumirán iguales, mientras no se pruebe lo contrario, las porciones correspondientes a los partícipes en la comunidad”.

   2-En cuanto a los derechos relativos al uso y conservación de la cosa común, señalan los arts. 394 y 395 CC que: “Cada partícipe podrá servirse de las cosas comunes, siempre que disponga de ellas conforme a su destino y de manera que no perjudique el interés de la comunidad, ni impida a los copartícipes utilizarlas según su derecho”.

 “Todo copropietario tendrá derecho para obligar a los partícipes a contribuir a los gastos de conservación de la cosa o derecho común. Sólo podrá eximirse de esta obligación el que renuncie a la parte que le pertenece en el dominio”.

   3- También hemos de hablar de los derechos relativos a la alteración de la cosa común: para los actos que van más allá de la administración y suponen una disposición o una alteración sobre la cosa común, no basta el acuerdo de la mayoría, sino que es necesaria la unanimidad de todos los propietarios. El art. 397 CC dispone que: “Ninguno de los condueños podrá, sin consentimiento de los demás, hacer alteraciones en la cosa común, aunque de ellas pudieran resultar ventajas para todos”. La doctrina y la jurisprudencia han declarado reiteradamente que este precepto se refiere a alteraciones materiales y jurídicas, entendiendo por éstas últimas los negocios de disposición. Son muy numerosas las Sentencias del Tribunal Supremo que han fijado que la enajenación de la cosa común requiere en todos los casos la anuencia de todos los comuneros, sin excepción. Por su parte, la DGRN considera que la segregación de una parte de una finca que pertenezca en proindiviso a varias personas, requiere igualmente el consentimiento de todos los cotitulares, por cuanto la segregación es un acto jurídico que supone una alteración material sustancial de la cosa común.
 La cuestión fundamental consiste en dilucidar cuándo estamos en presencia de actos de administración que pueden ser aprobados por mayoría (art. 398 CC), y cuándo estamos ante actos de alteración que exigirían la unanimidad (art. 397 CC). En  términos generales, la línea divisoria trazada jurisprudencialmente consiste en considerar que los actos de administración se caracterizan por estar referidos únicamente al aprovechamiento de la cosa y, además, por su carácter  transitorio. En cambio, los actos dispositivos arrojan consecuencias permanentes o tendencialmente permanentes en relación con la titularidad de la cosa.
   4- En cuanto a los derechos relativos a la administración, establece el art. 398 CC que: “Para la administración y mejor disfrute de la cosa común serán obligatorios los acuerdos de la mayoría de los partícipes.

 No habrá mayoría sino cuando el acuerdo esté tomado por los partícipes que representen la mayor cantidad de los intereses que constituyan el objeto de la comunidad.

 Si no resultare mayoría, o el acuerdo de ésta fuere gravemente perjudicial a los interesados en la cosa común, el Juez proveerá, a instancia de parte, lo que corresponda, incluso nombrar un Administrador.

 Cuando parte de la cosa perteneciere privadamente a un partícipe o a algunos de ellos, y otra fuere común, sólo a ésta será aplicable la disposición anterior”. La mayoría de la que habla este precepto es una mayoría simple de cuotas de los comuneros.

   5- Otros derechos serían los relativos a la defensa en juicio y reivindicación de la cosa común. El Tribunal Supremo ha declarado en incontables ocasiones que cualquiera de los condueños puede ejercitar la acción reivindicatoria en beneficio de todos los demás, y lo mismo respecto de la acción negatoria de servidumbre en beneficio de la cosa común. En general, considera el Alto Tribunal que cualquiera de los partícipes puede comparecer en juicio en asuntos que afecten a los derechos de la comunidad, ya sea para ejercitarlos o para defenderlos, en cuyo caso la Sentencia recaída en su favor aprovechará a los demás cotitulares, sin que les perjudique la adversa o contraria. 
   6-Por último, hemos de citar el derecho relativo a la división de la cosa común, ya que, como hemos apuntado con anterioridad, todo condueño tiene el derecho de instar en cualquier tiempo la división de la cosa común, o bien, si ésta es indivisible, se adjudique a uno de los comuneros con obligación de indemnizar a los demás, o se venda en pública subasta. Posteriormente volveremos a esta cuestión al tratar sobre el siguiente epígrafe del tema.

 3.1-B) En lo que respecta a los DERECHOS DE LOS COMUNEROS EN RELACIÓN CON SU CUOTA:
 A diferencia de los derechos anteriormente expuestos, que se rigen por el principio de subordinación o interdependencia, los del presente grupo están caracterizados por el principio de autonomía de cada partícipe. Así, según el art. 399 CC: “Todo condueño tendrá la plena propiedad de su parte y la de los frutos y utilidades que le correspondan, pudiendo en su consecuencia enajenarla, cederla o hipotecarla, y aun sustituir otro en su aprovechamiento, salvo si se tratare de derechos personales. Pero el efecto de la enajenación o de la hipoteca con relación a los condueños estará limitado a la porción que se le adjudique en la división al cesar la comunidad”. El derecho que tiene cada copropietario sobre su cuota es, en principio, independiente y exclusivo y, al tener la plena propiedad, cada comunero tiene atribuida la libre disposición sobre su cuota, pudiendo enajenarla, cederla o hipotecarla. También puede sustituir otro en su aprovechamiento lo cual puede configurarse de dos formas: a) cediendo a un tercero el derecho a percibir los frutos que corresponderían al copropietario cedente (lo que originaría una nueva relación obligacional entre el copropietario y el cesionario); b) o bien, constituyendo un derecho real de usufructo sobre la cuota propia (lo que admite el art. 490 CC), y que concede al usufructuario no sólo el derecho a percibir los frutos, sino también las facultades que corresponden al propietario con referencia a la administración y gobierno de la cosa común. Sin embargo, no cabe disposición ni cesión cuando se trata de “derechos personales”, lo que afecta a los derechos de uso y habitación, con arreglo al art. 525 CC.
 El tercero que adquiere  la cuota de la que ha dispuesto uno de los comuneros iniciales entra, a su vez, en la comunidad del derecho de propiedad (en el caso de la copropiedad o condominio), o de otro derecho real, y cuando la comunidad se extinga, a este comunero que fue adquirente de una cuota se le adjudicará, como a cualquier otro comunero, una concreta parte del derecho o de la cosa sobre el que tendrá titularidad plena. En el caso de que uno de los condueños constituya un derecho real de hipoteca sobre su cuota en garantía del cumplimiento de una obligación de cualquier tipo, la posterior extinción del proindiviso provocará que el derecho de hipoteca del acreedor se concrete solamente en la parte de la cosa común que se adjudique el comunero hipotecante, sin que la hipoteca se extienda o traslade a las partes que se adjudiquen los demás copropietarios que no hipotecaron su cuota junto al copropietario que sí lo hizo.
 Como  limitaciones al derecho de libre disposición de la cuota, aparte de las señaladas, podemos citar las siguientes:

   a) No puede constituirse una servidumbre sobre una finca o fundo indiviso sin el consentimiento de todos los propietarios, si bien la servidumbre impuesta separadamente por uno solo de los condueños obliga al concedente y a sus sucesores a no impedir el ejercicio del derecho concedido, como resulta del art. 597 CC.

   b) Por otra parte, en caso de enajenarse a un extraño la parte de uno de los condueños, pueden los demás ejercitar el derecho de retracto, como se deduce del art. 1.522 CC, que dice que: “El copropietario de una cosa común podrá usar del retracto en el caso de enajenarse a un extraño la parte de todos los demás condueños o de alguno de ellos.

 Cuando dos o más copropietarios quieran usar del retracto, sólo podrán hacerlo a prorrata de la porción que tengan en la cosa común”.  
  3.2- En 2º lugar, hablaremos acerca de las REGLAS SOBRE LA EXTINCIÓN DEL CONDOMINIO:
 Siguiendo a DÍEZ-PICAZO podemos decir que las causas de extinción son las siguientes:

   1- La consolidación, que se produce cuando se reúnen en una sola mano los diversos derechos que integraban la comunidad, lo que puede ocurrir cuando uno de los comuneros adquiere las cuotas de los demás, o bien, cuando la totalidad de los partícipes transmiten a un tercero la totalidad de la cosa o derecho común.
   2- Otra causa sería la extinción del objeto, que tendrá lugar en todos los casos en que se pierda o destruya la cosa común o se extinga el derecho que todos los partícipes ostentaban en común.

   3- También se extingue el condominio a causa de la renuncia hecha por todos los comuneros.

   4- Igualmente, por la prescripción adquisitiva o usucapión de la cosa común consumada por un tercero.

   5- Por último, hemos de citar la división de la cosa común, de la que nos ocuparemos a continuación de una forma especial:

 a) En cuanto a su naturaleza jurídica, ha sido muy discutida en la doctrina civilista la naturaleza jurídica de los actos divisorios. Una primera corriente entiende que se trata de un acto de carácter traslativo, por lo que en la división existiría una transmisión de derechos desde el grupo de comuneros a aquel de ellos que después de la división resulte propietario exclusivo de cada porción de la cosa (o de la totalidad de la misma cuando resulte indivisible y se adjudique a uno solo de los comuneros). Otro grupo de autores entiende que se trata de un acto de naturaleza puramente declarativa y que éste no produce ninguna transmisión de derechos, sino que se limita a declarar o fijar o dar certeza a la situación de cada cotitular. No faltan autores que abogan por tesis intermedias considerando que la división de la cosa común es un acto de carácter especificativo de la cuota que ostentaba cada partícipe en el condominio. El decidir por una u otra de las posiciones anteriores implica importantes consecuencias prácticas (por ejemplo, en relación con la capacidad exigible para practicar la división).
 b) En cuanto a los supuestos en que ésta puede exigirse, hemos de señalar que la tradición romanista ha considerado la comunidad de bienes como un estado antieconómico y, por ende, esencialmente transitorio, por lo que en nuestro Ordenamiento Jurídico se favorece su extinción, concediendo a los condueños el derecho imprescriptible de pedir la división de la cosa común. El párrafo 1º del art. 400 CC establece el principio de que: “Ningún copropietario estará obligado a permanecer en la comunidad. Cada uno de ellos podrá pedir en cualquier tiempo que se divida la cosa común”. Este derecho en que consiste la actio comuni dividundo es de carácter imprescriptible, como señala el art. 1965 del propio Código, y la doctrina mayoritaria considera también que es irrenunciable, por ser de orden público. 
 La facultad que ostentan los partícipes para pedir la división de la cosa común tiene como límites los resultantes de la existencia de un pacto de conservar la cosa indivisa, así como de la objetiva indivisibilidad del objeto común. En este sentido, dispone el párrafo 2º del art. 400 CC que: “Esto no obstante, será válido el pacto de conservar la cosa indivisa por tiempo determinado, que no exceda de diez años. Este plazo podrá prorrogarse por nueva convención”. Y añade el art. 401 CC que: “Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, los copropietarios no podrán exigir la división de la cosa común, cuando de hacerla resulte inservible para el uso a que se destina.

 Si se tratare de un edificio cuyas características lo permitan, a solicitud de cualquiera de los comuneros, la división podrá realizarse mediante la adjudicación de pisos o locales independientes, con sus elementos comunes anejos, en la forma prevista por el artículo 396”. Este último precepto regula la forma especial de propiedad denominada “propiedad horizontal”, en la que cada uno de los propietarios ostenta simultáneamente un derecho exclusivo sobre los elementos privativos (como pisos o locales), y una copropiedad en común sobre los elementos comunes que vendrá determinada por la cuota que se atribuya a cada elemento privativo de la propiedad horizontal. 

 c) En cuanto al modo de practicarse la división, los arts. 402 a 406 CC determinan que: “La división de la cosa común podrá hacerse por los interesados, o por árbitros o amigables componedores nombrados a voluntad de los partícipes.
 En el caso de verificarse por árbitros o amigables componedores, deberán formar partes proporcionales al derecho de cada uno, evitando en cuanto sea posible los suplementos a metálico”.
Artículo 403. 
 “Los acreedores o cesionarios de los partícipes podrán concurrir a la división de la cosa común y oponerse a la que se verifique sin su concurso. Pero no podrán impugnar la división consumada, excepto en caso de fraude, o en el de haberse verificado no obstante la oposición formalmente interpuesta para impedirla, y salvo siempre los derechos del deudor o del cedente para sostener su validez”.

Artículo 404. 
 “Cuando la cosa fuere esencialmente indivisible, y los condueños no convinieren en que se adjudique a uno de ellos indemnizando a los demás, se venderá y repartirá su precio”.

Artículo 405. 
 “La división de una cosa común no perjudicará a tercero, el cual conservará los derechos de hipoteca, servidumbre u otros derechos reales que le pertenecieran antes de hacer la partición. Conservarán igualmente su fuerza, no obstante la división, los derechos personales que pertenezcan a un tercero contra la comunidad”.
Artículo 406. 
 “Serán aplicables a la división entre los partícipes en la comunidad las reglas concernientes a la división de la herencia”.

 d) Respecto a los efectos de la división de la cosa común, cabe distinguir las siguientes categorías:

   d.1- En primer lugar, los efectos en relación a las personas de los condueños, que son:

· El de convertir la cuota ideal de cada partícipe en una porción determinada y material sobre la cosa o derecho común. La copropiedad, por el hecho de la división, se transforma en propiedad individual.

· Del mismo modo ha de entenderse que cada uno de los partícipes en la cosa común ha poseído exclusivamente durante la indivisión la parte que al disolverse le correspondiere, como resulta del art. 450 CC.

· También puede imponer cada uno de los condueños a los demás la obligación de responder de la evicción y saneamiento de los bienes adjudicados, salvo estipulación en contrario (art. 1.069 CC, por remisión del art. 406).

· Y cada uno de los comuneros tiene igualmente derecho para reclamar de los otros los pagos que hubieren hecho por cuenta de la comunidad, y para que se les rinda cuenta de la administración y se les entreguen las rentas o frutos percibidos.

 d.2- En segundo lugar, han de citarse los efectos en relación a los bienes o derechos de la comunidad. Aunque tenga lugar la división, subsisten de modo indivisible las servidumbres impuestas sobre la totalidad del inmueble (art. 535 CC), y las hipotecas constituidas sobre el mismo, salvo pacto en contrario entre deudor y acreedor (art. 123 Ley Hipotecaria). Respecto de los censos, dispone el párrafo 1º del art. 1.618 que: “No pueden dividirse entre dos o más personas las fincas gravadas con censo sin el consentimiento expreso del censualista, aunque se adquieran a título de herencia”.
 d.3- Por último, hemos de hablar de los efectos de la división respecto de terceros. En este ámbito tienen la condición de terceros todas aquellas personas que no intervienen efectivamente en la división, por lo que no serían terceros los partícipes ni sus cesionarios. Así los terceros o acreedores tendrían derecho a impugnar la división ya consumada en los términos del art. 403 CC, ya citado, y a no ser perjudicados por la división y conservar, a pesar de ella, los derechos de hipoteca, servidumbre u otros cualquiera reales que ostentaran sobre la totalidad de la finca indivisa con anterioridad a la división. También conservarán los derechos personales que tuvieran estos terceros contra la comunidad.
   4-EXAMEN DE LAS COMUNIDADES ESPECIALES, TIPOS DUDOSOS DE COMUNIDAD.
 La comunidad de bienes es una institución jurídica que presenta muchas dificultades a la hora de delimitarla, debido a lo difuminado de sus contornos y a la estrecha relación que guarda con otras instituciones con las que comparte ciertas afinidades. A continuación destacaremos los supuestos y figuras que presentan una naturaleza dudosa desde la perspectiva de la comunidad de bienes.

  4.1- En cuanto a la distinción entre COMUNIDAD Y SOCIEDAD:
 En este punto pueden destacarse varias corrientes doctrinales que se han enfrentado a la cuestión: a) un primer grupo entiende que comunidad y sociedad son dos figuras totalmente distintas y diferenciadas; b) otros autores consideran que ambas figuras pueden enmarcarse en otra categoría más amplia de organización comunal que tendría sus orígenes en el Derecho Romano, concretamente en un texto de ULPIANO; c) finalmente hay otros autores que describen la relación entre ambas figuras como “círculos secantes que poseen una zona en común”.

 Dentro de la doctrina civilista española, CASTÁN  diferencia ambas figuras apuntando que la sociedad tiene origen convencional y finalidad de lucro, mientras que la comunidad puede tener un origen diverso al de la voluntad de sus integrantes y su finalidad es mantener la cosa común en su integridad y favorecer su conservación. BELTRÁN DE HEREDIA considera que la diferencia fundamental entre la comunidad y la sociedad es la personalidad jurídica de que goza esta última, y que se no se atribuye a la primera. DÍEZ-PICAZO señala que hay comunidad cuando se da la concurrencia de una pluralidad de sujetos en la titularidad de un derecho o de una masa patrimonial, mientras que la existencia de la sociedad exige el requisito de la “affectio societatis”, entendido éste como la voluntad explícita de que la situación creada revista precisamente la forma jurídica de una sociedad. 
  4.2- En cuanto a la distinción entre COMUNIDAD Y MEDIANERÍA:

 La doctrina mayoritaria entiende que, no obstante regular el Código Civil la figura de la medianería dentro de “las servidumbres legales”, esta no puede ser considerada como tal. En la medianería no cabe hablar de la existencia de un predio dominante y un predio sirviente, por lo que no cabe hablar de servidumbre. Ahora bien, dentro de la conceptuación de la medianería como comunidad podemos distinguir varias posturas: algunos autores la califican como una comunidad de utilización, que se enmarca dentro de las relaciones de vecindad; otros hablan de una comunidad funcional, pues la pared medianera sirve de apoyo y cerramiento para uno y otro fundo al mismo tiempo; otros hablan de una comunidad especial o sui generis, ya que en su regulación numerosos preceptos se apartan de la construcción de la comunidad de bienes que subyace en los arts. 392 y siguientes del CC. El Tribunal Supremo tiene establecido que si bien es cierto que no se puede identificar exactamente la medianería con la comunidad de bienes, no es menos cierto que estamos en presencia de un condominio especial, que se diferencia de la comunidad de bienes en que no es divisible (artículo 576 CC), y en que se pueden designar materialmente las partes susceptibles de uso por cada uno de los propietarios (artículo 579 del CC).
  4.4- Ha de distinguirse también la COMUNIDAD Y LA SOCIEDAD DE GANANCIALES:

 La doctrina más destacada considera que la sociedad de gananciales es una comunidad de tipo germánico o en mancomún en la que ambos cónyuges son titulares indistintos de un patrimonio, y ninguno de ellos tiene derecho actual a una cuota sobre los bienes que integran el patrimonio ganancial, sino que dicha cuota se concretará en el momento de la disolución y liquidación. Ello obliga a que los actos de disposición sobre bienes gananciales hayan de otorgarse conjuntamente por ambos cónyuges, o por uno solo con el consentimiento del otro o con autorización judicial, según los casos. Un estudio más amplio de esta materia se realiza en la parte correspondiente del temario.

 4.5- También hay que diferenciar la COMUNIDAD ORDINARIA Y LA COMUNIDAD HEREDITARIA:

 La naturaleza jurídica de  la comunidad hereditaria que surge sobre el patrimonio relicto del causante después de su muerte, y antes de procederse a la partición, ha sido una cuestión muy discutida en la doctrina. Algunos autores consideran que se trata de una comunidad de tipo germánico; otros hablan de una comunidad romana especial o, incluso, de una institución de carácter híbrido. Esta cuestión es objeto de estudio pormenorizado en el tema 121 del programa.

  4.6- En cuanto a la distinción entre COMUNIDAD Y PROPIEDAD HORIZONTAL:

 Ya hemos apuntado en otra parte de la presente exposición que la denominada “propiedad horizontal” (regulada por el art. 396 CC y por la Ley sobre Propiedad Horizontal, de 21 de julio de 1960), es un régimen inmobiliario en el que coexisten una propiedad exclusiva y privativa sobre el departamento independiente (piso, local, garaje, trastero, etc.), y una copropiedad ordinaria sobre los elementos comunes que viene determinada por la cuota atribuida a cada uno de los departamentos independientes. Para un estudio más amplio nos remitimos a los temas correspondientes del programa.

  4.7- Respecto a la distinción entre COMUNIDAD Y MONTES VECINALES EN MANO COMÚN:

 La regulación que sobre esta figura recoge la Ley de 11 de noviembre de 1980, aproxima los montes vecinales en mano común a la noción teórica de la comunidad germánica, ya que considera que la propiedad de tales montes corresponde “en mano común” a quienes en cada momento  tengan la condición administrativa de vecinos del lugar. Los montes vecinales, por principio, son radicalmente indivisibles, y cada uno de los vecinos no ostenta sobre los mismos una cuota de propiedad determinada y carecen, por tanto, de la posibilidad de realizar actos de disposición sobre su participación en el aprovechamiento de tales montes.
 4.8- Otra distinción que hemos de apuntar es la que existe entre COMUNIDAD Y PROPIEDAD DIVIDIDA:

 Según la generalidad de la doctrina, puede hablarse de “propiedad dividida” o “propiedad pro diviso”, cuando sobre un mismo bien varias personas, en condición de propietarios, tienen derecho exclusivo sobre distintos aprovechamientos del mismo. En tales casos el contenido de la propiedad se halla distribuido entre los sujetos, de modo que cada uno de ellos ostenta una parte de las facultades y pretensiones contenidas en el dominio, sin que por ello aparezca uno como propietario y otro como titular de un derecho limitado sobre una cosa ajena, sino que el derecho de cada uno de los titulares se encuentra limitado por el de los otros. Esta figura no podría calificarse de copropiedad, sino que podría hablarse de un concurso o yuxtaposición de derechos de propiedad distintos sobre una misma cosa, o de “propiedad dividida”.
  4.9- Y, por último, hemos de hablar de un tipo especial denominado COMUNIDAD FUNCIONAL, ORGANIZADA Y PERMANENTE:

 La DGRN ha admitido la posibilidad de configurar jurídicamente una titularidad plural de varias personas sobre una finca destinada a garajes como una comunidad especial, caracterizada por la exclusión en el título constitutivo del derecho de retracto de los cotitulares y por la exclusión de la posibilidad de ejercitar la actio comuni dividundo. En esta figura la titularidad sobre su cuota de cada uno de los partícipes le daría derecho al uso exclusivo de una plaza de garaje determinada, lo cual puede tener reflejo en el Registro de la Propiedad a través de la técnica delimitada por el art. 68 del Reglamento Hipotecario
    5-APROVECHAMIENTOS COMUNALES.
 a) Como un vestigio de formas de comunidad colectiva o “germánica” subsisten todavía en nuestro Ordenamiento Jurídico formas especiales de aprovechamientos comunales o de comunidades vecinales, a través de las cuales los vecinos de determinadas localidades aprovechan en común determinados bienes. En el ámbito del Derecho Común se refieren a ellos los arts. 600 a 604 CC, que establecen que: “La comunidad de pastos sólo podrá establecerse en lo sucesivo por concesión expresa de los propietarios, que resulte de contrato o de última voluntad, y no a favor de una universalidad de individuos y sobre una universalidad de bienes, sino a favor de determinados individuos y sobre predios también ciertos y determinados.

La servidumbre establecida conforme a este artículo se regirá por el título de su institución”.
Artículo 601. 

 “La comunidad de pastos en terrenos públicos, ya pertenezcan a los Municipios, ya al Estado, se regirá por las leyes administrativas”.
Artículo 602.
 “Si entre los vecinos de uno o más pueblos existiere comunidad de pastos, el propietario que cercare con tapia o seto una finca, la hará libre de la comunidad. Quedarán, sin embargo, subsistentes las demás servidumbres que sobre la misma estuviesen establecidas.
 El propietario que cercare su finca conservará su derecho a la comunidad de pastos en las otras fincas no cercadas”.
Artículo 603. 
 “El dueño de terrenos gravados con la servidumbre de pastos podrá redimir esta carga mediante el pago de su valor a los que tengan derecho a la servidumbre.
 A falta de convenio, se fijará el capital para la redención sobre la base del 4 por 100 del valor anual de los pastos, regulado por tasación pericial”.
Artículo 604. 
 “Lo dispuesto en el artículo anterior es aplicable a las servidumbres establecidas para el aprovechamiento de leñas y demás productos de los montes de propiedad particular”.
 Estos preceptos del Código Civil se enmarcan dentro del capítulo dedicado a las “servidumbres voluntarias”, utilizando indistintamente los términos de comunidad y de servidumbre, lo que ha llevado a la doctrina a plantearse si en estos aprovechamientos comunales existe verdadera comunidad o si por el contrario existe servidumbre. Ha de concluirse que en estas formas de aprovechamiento existe siempre comunidad, que será una propiedad colectiva del común de los vecinos, o bien, la comunidad de un derecho de disfrute sobre una cosa ajena (como derecho de pastos o de leñas), en cuyo caso el dominio pertenecerá a otra persona o constituirá un dominio público.
 Del aprovechamiento y disfrute de los bienes comunales encontramos normas específicas en los arts. 94 y siguientes del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, de 13 de junio de 1986, entre las que destacan la previsión de que dichas formas de aprovechamiento habrán de ajustarse en su detalle a lo dispuesto por las Ordenanzas Locales o a las normas consuetudinarias tradicionalmente observadas, sin perjuicio de la normativa aplicable de carácter autonómico.

 b) Dentro de las regiones forales encontramos multitud de preceptos que regulan distintas modalidades de este tipo especial de aprovechamientos. A título de ejemplo, y sin ánimo exhaustivo, podemos destacar los siguientes:

· Los arts. 582 y siguientes del Código del Derecho Foral de Aragón, de 22 de marzo de 2011, regulan determinadas formas de mancomunidad de pastos, leñas y demás ademprios, como la denominada alera foral.
· La Compilación Foral de Navarra, de 1 de marzo de 1973, recoge en las Leyes 376 y siguientes diversos supuestos de comunidades especiales que admiten su configuración como mancomunidades colectivas, entre las que destacan las corralizas, facerías, helechales, vecindades foranas y dominio concellar.
· Y la Ley de Derecho Civil de Galicia, de 14 de junio de 2006, contempla figuras específicas de aprovechamientos comunales, tales como los montes abertales o los muíños de herdeiros.
      ___________________________________________________________
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